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PRESIDEN: Señores Representantes Álvaro F. Lorenzo, Presidente y Gustavo Bernini, Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Borsari Brenna, Diego Cánepa, Luis Alberto Lacalle Pou, 
Jorge Mutio, Edgardo Ortuño, Javier Salsamendi y Jorge Zás Fernández. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bernini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de ingresar al orden del día, voy a dar lectura a una nota que nos remite el Congreso de Intendentes. 
Recordarán que se había fijado para hoy una sesión integrada con la Comisión Especial de Asuntos 
Municipales y Descentralización a los efectos de recibir a la Comisión Especial de Seguimiento de Patente de 
Rodados designada por el Congreso de Intendentes; sin embargo, ayer ingresó esta nota dirigida a la 
Vicepresidencia y se suspendió la sesión. Dice así: "De mi consideración:.- Tengo el agrado de dirigirme a 
Ud. a efectos de comunicarle que la Comisión Especial de Seguimiento de Patente de Rodados integrada por 
Intendentes y que fuera designada por el Plenario para concurrir a la reunión que celebrará esa Comisión 
integrada con la especial de Asuntos Municipales y Descentralización, a efectos de considerar los proyectos 
de ley relativos a empadronamiento, por razones de fuerza mayor no podrá participar de la misma.- Por 
resultar de sumo interés para los Gobiernos Departamentales dicho tema, solicitamos tenga a bien considerar 
la participación de este Organismo en una reunión a convenir oportunamente.- Reciba Ud. mi más 
distinguida consideración.- Humberto Castro.- Prosecretario". 


A partir de hoy se intentará coordinar una fecha para concretar esta reunión que nos habíamos comprometido 
a llevar adelante. 


SEÑOR ORTUÑO.- Si no fuera posible concretarla, creo que igualmente deberíamos sesionar en 
forma integrada con la Comisión Especial sobre Asuntos Municipales y Descentralización para tratar 
este tema, que es importante y sobre el cual hay iniciativas de colegas de distintos partidos. Más allá de 
la importancia de la comparecencia del Congreso de Intendentes, creo que podríamos avanzar en ese 
trabajo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


También quiero referirme a un tema administrativo que creo merece ser tratado con relevancia. Solicité a 
Secretaría que realizara un listado de los asuntos entrados y los proyectos pendientes de tratamiento en la 
Comisión porque, de acuerdo con el artículo 147 del Reglamento, luego de transcurridos tres años, se deben 
archivar; de esta forma, se podría realizar un repartido y contaríamos con una semana antes de bajar el 
martillo. Si algún legislador considera que hay un proyecto de interés, naturalmente podremos tomar alguna 
iniciativa, de tal forma que una resolución administrativa no nos impida mantener en el orden del día temas 
cuyo tratamiento es importante. Todos los demás proyectos serán archivados. La semana pasada se efectuó un 
repartido en los despachos, pero dado el cúmulo de papeles que tenemos, quisimos manifestarlo aquí para 
que conste en la versión taquigráfica. Entonces, se repartirá nuevamente y pondremos este asunto en el orden 
del día de la semana que viene. 


SEÑOR LACALLE POU.- Recordarán que la semana pasada quedó pendiente el tema de si había 
necesidad o no de informar los proyectos de ley; me gustaría que se retomara ese asunto. Además, 
quiero que se nos informe si formalmente se ha dado ingreso a dos recursos presentados al amparo del 
artículo 303 de la Constitución, en contra de sendas resoluciones de las Intendencia de Montevideo y de 
Maldonado, y en qué situación procesal se encuentran. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, ingresaron esos recursos y se solicitaron los antecedentes a 
ambas Juntas departamentales. 


En cuanto al primer tema que planteaba el señor Diputado, recuerdo que hubo contradicciones en la discusión 
respecto a los proyectos que no contaran con mayorías para pasar al plenario. Este tema quedó en debate, no 
se sintetizó posición y, obviamente, es discutible. En esos términos fue planteado. 


No sé si el señor Diputado Lacalle Pou quiere insistir en el debate del asunto. 


SEÑOR LACALLE POU.- No, simplemente, quiero que la Secretaría informe sobre los antecedentes 
históricos en esta Comisión y sobre cómo se procede. Eso es lo que quiero. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De Secretaría me dicen que no hay antecedentes sobre el tema. 


SEÑOR ORTUÑO.- Quizás, todos podamos contribuir con ese trabajo de búsqueda de antecedentes. 
No me parece justo ni pertinente, en un tema eminentemente político y de interpretación, atribuir toda 
la responsabilidad a la Secretaría. Podemos colaborar en cuanto a los insumos que la Secretaría pueda 
rastrear con relación a ejemplos de proyectos que, a pesar de no haber tenido votación mayoritaria en 
Comisión, igualmente pasaron al pleno, porque esa es una de las discusiones. Entonces, pido que se 
incorpore también esa cuestión para discutirla más adelante. Me parece que hoy no lo podemos 
abordar. 


SEÑOR LACALLE POU.- Me parece que habría que haberlo abordado hace dos semanas, porque el 
proyecto de ley se votó y yo informé por la minoría. Lo que solicito y así se ha hecho históricamente es 
que se haga un informe. Yo no estoy diciendo que se trate en el pleno; lo que sostengo es que hay que 
realizar un informe argumentando por qué se votó negativamente. Yo no hablo de que ingrese al 
plenario sino de que hay que informar el voto; simplemente eso. Que ingrese o no al plenario es aparte, 
y lo discutiremos en otro momento. 


Y no se trata de dar la discusión cuando nos parezca. El proyecto ha sido votado en contra en la Comisión. 
Entonces, pienso que hay que informarlo, aunque no necesariamente tratarlo, porque ese punto es político. 


Hay que manifestar el por qué del voto en contrario y el por qué del voto afirmativo. 


Quiero decir a mi estimado amigo, señor Diputado Ortuño, que no se trata de "vamos a ver cuándo lo 
consideramos", porque hace tres semanas que se votó el proyecto. Me refiero al artículo 222 del Código del 
Niño. Eso no se ha informado. 


SEÑOR ORTUÑO.- Porque no hay obligación. 
SEÑOR LACALLE POU.- Eso es lo que usted sostiene. 


SEÑOR ORTUÑO.- No queremos alargar la discusión. Está bien, pero vamos a solicitar también que 
se reparta una copia de la versión taquigráfica de la sesión en la que se trató esto, porque algunos 
integrantes de nuestra bancada dieron los fundamentos que informaron nuestra posición sobre la 
cuestión. Entonces, solicitamos que se agregue esa información para luego analizar qué se hace con eso. 


SEÑOR LORENZO.- Me parece que es un tema que tiene que ser aclarado en profundidad. Sin 
haberlo analizado desde el punto de vista reglamentario, creo que acá hay dos cuestiones. Una es que la 
potestad de aprobar un proyecto de ley la tiene el pleno, es decir, la Cámara de Diputados. Las 
Comisiones son estructuras de trabajo, son asesoras de la Cámara que procesan los proyectos de ley. 


La otra cuestión es que la facultad de presentar proyectos de ley la tienen, según la Constitución, varias 
instituciones, pero los legisladores la tienen a título individual. En consecuencia, lo lógico es que si un 
legislador presenta un proyecto de ley haya una instancia, una posibilidad probablemente eso esté 
considerado en el Reglamento, aunque los antecedentes sean lejanos de que si una Comisión vota en contra 
del proyecto, igualmente este pueda ser llevado al plenario, porque la Comisión no es la Cámara de 
Diputados. 


Es más, la realidad política determina que, en la medida en que hay bloques bastante estructurados que 
definen las cosas, el bloque que está en la Cámara de Diputados se refleja en la Comisión. Pero puede haber 
proyectos en los cuales eso no suceda. Puede suceder que todos los miembros de una Comisión estén por 
unanimidad en contra de un proyecto, pero resulta que en la Cámara hay gente que lo quiera aprobar y que 
haya mayoría; son noventa a nueve, es decir, noventa Diputados en la Cámara contra nueve en la Comisión 
que no lo quieren tratar. Tiene que haber un mecanismo. Olvidemos el caso concreto y el efecto político de 
dar a conocimiento público un trabajo que se realizó en una Comisión, a través del mecanismo de ponerlo en 
el plenario. El trabajo en la Comisión en general es más reservado. 


Creo que tiene que existir esa lógica lo digo sin haber profundizado en el análisis del Reglamento, entre otras 
cosas, porque veteranos parlamentarios me han dicho que ese mecanismo existe. Me refiero a la posibilidad 
de que un legislador, a título individual, reclame ante el plenario que se considere un proyecto de ley, aun 
cuando haya sido votado en contra en una Comisión; se trata de un derecho que tiene el legislador, porque las 
Comisiones son solo una estructura de trabajo. Pero la verdad es que hay que profundizar en este tema. 


SEÑOR LACALLE POU.- No es que no respete las opiniones, porque las respeto, pero este no es un 
tema de opiniones sino un tema reglamentario. Lo que quiero saber es qué hay que hacer. No presiono 
a la Secretaría para que lo haga en este momento no es mi forma de ser, pero quiero un dictamen por 
escrito acerca de qué es lo que se debe hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo incorporar este tema al orden del día para que sea considerado. 
Creo que es lo más adecuado. La semana pasada y repasé la versión taquigráfica sugerí sesionar dos 
veces por semana, a efectos de que esta Comisión tuviera un funcionamiento fluido, frente al cámulo de 
proyectos de ley que están ingresados para ser tratados. De esta manera, se podría destinar una de las 
sesiones a avanzar en el tratamiento de los proyectos de ley y la otra a considerar planteos como el que 
se acaba de hacer o a integrarnos a otra Comisión para analizar otro tipo de proyectos. Así podríamos 
avanzar, cumplir con los órdenes del día y hacer rendir el tiempo de la mejor manera posible. 


Entonces, sugiero fijar una nueva reunión para esta misma semana o dos reuniones para la que viene: una, 
para tratar este tema entre otros, si es necesario, y otra jornada destinada exclusivamente para tratar proyectos 


de ley... 


(Interrupción del señor Representante Salsamendi) 


Sí, para legislar, porque la verdad es que tenemos un cúmulo muy grande de proyectos de ley y es 
necesario administrar bien los tiempos a efectos de cumplir. 


Obviamente, cuando existe un planteo o una iniciativa de un parlamentario hay que atenderlo; pero no 
podemos bloquear la posibilidad de avanzar en el tratamiento de los proyectos de ley. Entonces, mi planteo 
objetivo es que fijemos para la semana que viene una hora determinada para el tratamiento de este tema y que 
hoy avancemos en la consideración del orden del día fijado, que incluye, ni más ni menos, que la designación 
del Presidente y retomar el tratamiento del proyecto de ley referido a la Declaración Judicial del Concurso y 
Reorganización Empresarial. 


SEÑOR LACALLE POU.- Creo que esto no puede ser separado de lo que el señor Diputado 
Salsamendi decía fuera de micrófono, es decir, de legislar. Para mí esto es legislar. Para mí el proceso 
de conformación de la norma trae incluido precisamente esto: que el informe y creo que el 
razonamiento del señor Diputado Lorenzo era exacto se tiene que hacer porque somos asesores; 
después el plenario decidirá si se trata o no. 


No es que esto sea una preocupación autónoma de alguien a quien simplemente le interesan los reglamentos. 
No; creo que en toda ley hay formas de proceder. A mí no me sirve ni tengo interés en que se haga una 
jornada en este sentido. Simplemente quiero que se cumpla con los procesos de formación de la ley, que 
terminan cuando el plenario decide tratar o no un proyecto. 


Reitero que el proyecto de ley que se votó la otra vez no terminó su proceso; le falta el informe de la mayoría 
por la negativa, que después será tratado o no por el plenario. Seguramente la mayoría insista en que no hay 
que tratarlo, y no se tratará; nosotros haremos los esfuerzos para que sí se haga. Entonces, señor Presidente, 
se podrá imaginar que no quiero una sesión para discutir esto, porque tampoco me parece que el tiempo de 
los legisladores se pueda utilizar en esto. Simplemente no es tan difícil lo que uno plantea quiero que se haga 
un informe que diga por qué se está rechazando este proyecto de ley, que es lo que desde el punto de vista 
histórico ya que a veces mi colega el señor Diputado Salsamendi apela a la historia se ha hecho en esta 
Comisión. 

En ese sentido, hace ocho años que estoy en el Cuerpo y he consultado a gente que hace quince años que 
está, como el señor Diputado Borsari Brenna; y alguno puede consultar a colegas amigos y correligionarios 


acerca de qué es lo que históricamente se ha hecho. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, hay una propuesta de que la semana que viene se traiga un 
informe al respecto. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en primer término del orden del día: "Presidente. (Elección)". 
SEÑOR LACALLE POU.- Propongo al señor Diputado Lorenzo como Presidente de la Comisión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión la propuesta del señor Diputado Lacalle Pou. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Siete en ocho: AFIRMATIVA. 
(Ocupa la Presidencia el señor Representante Lorenzo) 


——-Agradezco a la Comisión por la designación. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: "Declaración judicial del 
concurso y reorganización empresarial. (Normas)". 


SEÑOR CÁNEPA.- Nosotros habíamos desglosado los artículos que figuran en el listado que nos 
entregó la Secretaría. En su momento, cuando votamos el proyecto, dijimos que había algunos 
artículos que queríamos estudiar más y discutir o entender las razones por las cuales tenían 
determinado tipo de opciones legislativas. 


Ahora, respecto a los primeros artículos desglosados, es decir del 2” al 8%, vamos a proponer que se voten el 
2* y el 3” tal como vienen en el proyecto original, que se mantenga el desglose de los artículos 4” y 5” en el 
entendido de que alguno de los cambios que vamos a plantear se lo enviaremos la semana próxima al Partido 
Nacional. Entendemos que no sería bueno plantear esos cambios "in voce", ya que algunos son importantes; 
refieren a presunciones relativas y a presunciones absolutas de insolvencia. Estos dos artículos del proyecto 
nos parecen muy importantes, y reitero que quisiéramos que algunos de los cambios que vamos a proponer 
primero los tuviesen los colegas, porque tenemos la intención de votarlos a favor o en contra la próxima 
sesión. 


Asimismo, proponemos votar los artículos 6”, 7” y 8%, pero queremos dejar algunas constancias al respecto. 


No sé si pasamos a votar los artículos tal como lo he planteado y dejamos las constancias para después o 
viceversa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que primero corresponde votar los artículos 2” y 3”, mantener 
desglosados los artículos 4% y 5” como se propuso y pasar a plantear las constancias sobre los 
artículo 6”, 7” y 8”. 

En discusión el artículo 2”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 3". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se mantienen desglosados los artículo 4* y 5%, y se pasan a considerar los artículos 6”, 7* y 8*, 


SEÑOR CÁNEPA.- Simplemente quiero dejar constancia de que solicitamos el desglose de estos 
artículos, referidos a la legitimación para solicitar la declaración de concurso, la solicitud de concurso 
por el deudor y la solicitud de concurso por otros legitimados, en función de las propuestas realizadas 
por los profesores o las personas idóneas que hicieron referencia al tema; pensábamos que algunas 
estaban incluidas en el proyecto de ley. Por lo tanto, consideramos que debíamos volver a estudiarlas. 
Por ejemplo, una de las opiniones fue la del contador Heuer. Nosotros estudiamos con particularidad 
algunas de las modificaciones propuestas en el numeral 4) del artículo 7”. Él sugería que además de 
acompañar los estados contables, como establece el numeral 4) del artículo 7”, se agregara: 
"respaldado por registros contables ajustados a derecho". Nosotros comprendemos que el artículo, tal 
como está redactado: "Si el deudor estuviera obligado a llevar contabilidad, acompañará los estados 
contables que determine la reglamentación |[...]" incluye este tema, y es más materia de reglamentación 
que de ley establecer qué tipo de contabilidad debe llevar este tipo de empresas, porque muchas veces 
esto varía de acuerdo con normas internacionales o normas contables mejores, y dejarlo rígido en la 


ley puede generar algún tipo de rigidez en el control que se quiere Por eso nos parece que el planteo no 
está fuera de lugar. Por lo tanto vamos a votar el artículo 7” tal como está. 


Respecto al artículo 6”, entendemos que de acuerdo con la estructura que se le viene dando a este proyecto de 
concursos, es necesario mantener la posibilidad de las distintas legitimaciones que establecen los numerales, 
en el entendido de que va a tener una aplicación relativamente restricta la del numeral segundo cuando 
establece: "2. Cualquier acreedor, tenga o no su crédito vencido". Si bien es el sistema vigente, esto es 
precisamente en defensa de los acreedores con créditos vencidos y no vencidos que no tienen la posibilidad 
de acuerdo teniendo que estar muchas veces como rehén de la situación. Teníamos nuestras dudas ya hemos 
dejado constancia respecto al alcance de este numeral pero como ya nos lo explicaron, vamos a votar este 
artículo. 


En cuanto al artículo 8%, también en la arquitectura del nuevo sistema de concursos que estamos haciendo y 
para que pueda tener sustentabilidad, vamos a votarlo tal como está. Habíamos planteado que teníamos 
algunas dudas respecto a la redacción del segundo inciso, que establece: "No podrá desistirse de la solicitud 
de declaración de concurso y los solicitantes del concurso serán responsables por los perjuicios causados al 
deudor por el carácter abusivo o por la falta de fundamento de la solicitud. El Juez podrá exigirles la 
constitución de contracautela por los perjuicios que su solicitud pudiera causar". 


Sosteníamos que era claro que si se solicitaba un concurso y el Juez luego entendía que había habido una 
maniobra para perjudicar al empresario al cual se le solicitaba el concurso una responsabilidad evidente por 
principios generales y por lo que establece la ley y si había carácter abusivo o falta de fundamento, debía 
establecer las penas correspondientes. 


Creemos que el no desistimiento inclusive es más duro, pero genera mayor certeza para que esto no sea 
utilizado de manera artera o abusiva por algunos actores del mercado. Hemos conversado con distintos 
profesores y personas vinculadas a la Liga de Defensa Comercial quienes nos han convencido, y como 
nobleza obliga, vamos a votar este artículo tal como está redactado. Más allá de nuestras reticencias a votar el 
segundo inciso de este artículo, como es parte de la estructura de esta iniciativa queremos darle 
sustentabilidad a todo el proyecto en cuanto a la credibilidad y operatividad en el sistema que es lo que más 
nos preocupa y más allá de lo linda que esté redactada una iniciativa, para que después sirva en la práctica y 
mejore la situación del final de las empresas, manteniendo la unidad económica cuando así le convenga a la 
sociedad dando una "mejor muerte" entre comillas de la empresa y generando los menores perjuicios para el 
resto de la sociedad. 


Era la constancia que quería dejar para explicar por qué vamos a votar estos artículos tal como están desde el 
artículo 6* al 8. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Respecto a las expresiones del señor Diputado Cánepa, en el último punto del 
artículo 8”, es claro que una cosa es la solicitud y otra es la declaración. Ningún Juez va a resolver una 
solicitud presentada de manera infundada, pues el propio inciso primero así lo establece. 


En cuanto a si es desistible o no, es un tema de política legislativa; son opciones que uno elige. 


En lo que tiene que ver con el artículo 7”, la constancia que hizo el señor Diputado Cánepa me parece 
pertinente: en las leyes no hay que tratar de excederse en poner todo lo que uno considera que es parte del 
proceso, porque al decir que lleva contabilidad, se hace como lo establecen las normas y las 
reglamentaciones. Está claro que agregar puede llegar a confundir y a poner en el plano legal lo que debe 
estar en el plano reglamentario. Va cambiando la forma en que deben ser llevados los estados contables, salvo 
que se reglamente. Uruguay está siguiendo las normas internacionales de contabilidad, con las flexibilidades 
que eso plantea. 


Respecto al inciso segundo del artículo 6%, estoy absolutamente de acuerdo con su redacción. Creo que está 
bien que pueda solicitar el concurso un acreedor cuyo crédito no está vencido. Esto permite prevenir 
situaciones que terminen perjudicando a quienes tienen créditos que no están vencidos así como a toda la 
masa acreedora y que ven que la empresa está entrando en un proceso concursal. Obviamente, hay que 
decirlo lo pueden solicitar si se han cumplido con los requisitos, entre ellos el de la cesación de pagos para el 
inicio del proceso concursal. 


Me parece que las constancias que se han dicho son pertinentes porque hay gente que planteó alternativas 
distintas sobre la discusión de estos puntos, pero la Comisión está en condiciones de votar el artículo sin 
necesidad de dar explicaciones porque es una cuestión de regulación y de voluntad legislativa. 


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 6” al 8”. 
(Se vota) 
———O cho por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión los artículos 23 al 27, que han sido desglosados. 
SEÑOR CÁNEPA.- Resolvimos desglosar el Capítulo TIL, artículos 23 al 27. 


Vamos a votar la redacción tal como está de los artículos 23 y 24, aunque teníamos algunas dudas son 
artículos de extremada dureza con respecto a la rigidez que planteaba en cuanto a que el embargo preventivo 
llegara no solo a los administradores y liquidadores, sino a los integrantes del órgano de control interno. 
Algunos operadores del mercado que conocen en esta temática manifestaron su preocupación en cuanto a que 
se genere una especie de industria de testaferro, porque nadie va a querer estar como titular de las personas 
jurídicas que pudieran ser pasibles de esta situación. 


Me parece que no se puede legislar por la patología permanentemente y si bien esto puede traer algún tipo de 
consecuencias vamos a votar estos artículos tal como están. 


En cuanto al artículo 25 que va más allá porque habla de embargo de personas vinculadas anteriormente y 
como se trata de atender la realidad de la operativa, queremos agregar un pequeño cambio. Dicho artículo 
establece: "El Juez también podrá trabar embargo sobre los bienes de ex administradores, ex liquidadores o 
ex integrantes del órgano de control interno, siempre que de un examen preliminar de los hechos surja que, 
durante el plazo de dos años anteriores a la declaración de concurso, conocieron el estado de insolvencia de 
la persona jurídica deudora". Queremos que siempre haya un examen preliminar y fundado de los hechos. 
Los que somos abogados sabemos que la palabra "fundado" para un Juez implica la necesidad de que haya 
una resolución por escrito, fundada, con los argumentos por los cuales el Juez entiende que de un examen 
preliminar tiene la posibilidad de aplicar este artículo. Me parece que aunque es obvio, hay que establecer 
explícitamente que el alcance del término "fundado" tiene una carga mayor para el señor Juez cuando decida 
aplicar este artículo. Nos parece correcto que exista y en el diseño de este proyecto creemos que mejora las 
posibilidades de control de distinto tipo de operaciones que inclusive se hacen para defraudar a la masa de 
acreedores. Es por eso que para prevenir algunas de estas situaciones votamos el artículo tal como está 
redactado, pero con el agregado de la expresión "y fundado". 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Algún señor Diputado tiene alguna consideración que hacer respecto a este 
artículo? 


SEÑOR PRESIDENTE.- 


Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Diputado Cánepa, pero creo que el término "fundado", en lugar 
de en el examen preliminar, debe establecerse en la resolución del Juez. Quedaría algo así como: "El Juez 
también podrá, de manera fundada, trabar embargo [...]". Busquémosle una redacción. 


(Diálogos) 


La idea es que no se pase a una práctica judicial en la cual de manera automática se trabe embargo sobre 
los ex administradores o ex integrantes de la sociedad o de la persona jurídica que entra en el proceso 
concursal. 


Una cosa importante en cuanto a esto, es que hoy existe una práctica patológica: hay gente que integra 
órganos de contralor y no asume las responsabilidades de su gestión. En regímenes jurídicos como el 
argentino, por ejemplo, hasta tanto la asamblea de accionistas no aprueba la memoria y no declara 
expresamente la satisfacción y la exoneración de los Directores, ellos son siempre responsables de lo que 


haya ocurrido durante el período de su gestión, cosa que acá no pasa. De alguna manera, este proyecto 
introduce una responsabilidad en el proceso concursal. Podríamos redactar la alternativa ahora. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 

——=EEl artículo 25 quedaría redactado de la siguiente manera: "(Embargo de personas vinculadas 
anteriormente).- El Juez, de manera fundada, también podrá trabar embargo sobre los bienes de ex 
administradores [...]", y sigue la redacción tal cual estaba. 

Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 23, 24 y 25. 


(Se vota) 


——_Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Solicito que sea reconsiderado el punto referente a la elección de 
Presidente de la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


———Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad 


SEÑOR BERNINI.- Se había propuesto al señor Diputado Lorenzo para presidir la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Tengo el gusto de haber votado a nuestro correligionario, señor 
Diputado Lorenzo, quien seguramente ejercerá esta Presidencia con ecuanimidad y con mucha 
solvencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En discusión los artículos 26 y 27. 


SEÑOR CÁNEPA.- Estos artículos fueron desglosados luego de algunas consideraciones del contador 
Heuer. Nosotros vamos a votar el artículo 26 tal como está. Hubo una discusión con respecto al 
artículo 27, que establece el mecanismo de inscripción en el Registro de Síndicos e Interventores 
Concursales. Se hicieron críticas sobre el plazo de cada cuatro años y sobre la lista de treinta titulares y 
treinta suplentes. Luego, hubo acuerdo sobre el alcance del segundo inciso, en cuanto a quiénes eran 
las personas que podían tener la posibilidad de ser inscriptas en ese Registro de Síndicos e 
Interventores Concursales. Después de algunas discusiones y de algunos intercambios que hicimos con 
profesionales y gente vinculados a esta tarea, a este ejercicio, la mayoría entendió que contar con este 
tipo de registro es un gran avance, ya que va a generar más claridad y certidumbre hacia el futuro. 
También se entendió que treinta es un número razonable en vistas del nivel muy alto que ha habido en 
los últimos años y por lo que sucedió en la crisis de 2002; es un número razonable de posibles síndicos a 
estar en una lista de la Suprema Corte de Justicia. El plazo de cada cuatro años aplica una cierta 
estabilidad en la posibilidad del alcance, porque es una materia muy particular. Hay que tener un 
conocimiento específico, técnico y una experiencia importante; no solo me refiero al conocimiento que 
da el estudio del tema, sino a la especificidad de lo que se aprende en los casos particulares. 


Con esos fundamentos, solicitamos que se voten los artículos 26 y 27 tal como están redactados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión está dispuesta a votar el artículo tal cual está redactado, yo 
mantengo esto. Estoy en desacuerdo con establecer listas con números, más allá de que entiendo que el 
mecanismo de establecer un Registro de Síndicos e Interventores Concursales es apropiado. Pero 
cuando se establecen números limitados, no necesariamente responden a la realidad y a la necesidad de 
los procesos concursales. Puede haber una época en que sobren y otra en que realmente falten; 
esperemos que no se dé, pero puede pasar. Creo que la fijación de ese número debería establecerse en 
la facultad de la Suprema Corte de Justicia, en el momento en que se establece un registro. 


(Diálogos) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el artículo 26 el señor Diputado Salsamendi realizó una precisión sobre la 
puntuación. En el primer inciso, luego que establece: "Registro de Síndicos Interventores Concursales 
que llevará la Suprema Corte de Justicia", va un punto y a continuación una oración que dice "las 
mismas personas elegibles como Síndicos lo serán como Interventores". 


Se va a votar el primer inciso, con la redacción propuesta. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 27 en el que, además de la redacción que se ha estado discutiendo, creo que debemos 
precisar que en la redacción que estamos dando al artículo la Suprema Corte de Justicia está facultada para 
modificar el número a partir del mínimo de treinta que estamos estableciendo. 


SEÑOR CÁNEPA.- El artículo 27 establece que cada cuatro años, la Suprema Corte de Justicia 
llamará a interesados para integrar una lista con un mínimo de treinta titulares y treinta suplentes 
preferenciales, elegibles como Síndicos e Interventores Concursales. El resto del artículo queda tal cual 
vino del Poder Ejecutivo. 


Como decía el señor Presidente, y nosotros compartimos, en vez de tener un número fijo se deja facultada a 
la Suprema Corte de Justicia para establecer el número, con un mínimo de treinta, si lo considera necesario 
por la realidad en que esté pasando el país en el momento. Podrá entonces incrementar el número de titulares 
o suplentes preferenciales para esta lista de Síndicos e Interventores Concursales. Esa es nuestra intención, 
reitero, siempre que se parta de un número mínimo de treinta que es lo que debe hacer cada cuatro años 
obligatoriamente la Suprema Corte de Justicia a partir de lo que se establezca en este artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Realizada esta precisión y con la redacción leída por el señor Diputado 
Cánepa, se va a votar el artículo 27. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


En consideración el artículo 35. 


SEÑOR CÁNEPA.- Quisiéramos plantear la votación de los artículos 35 y 58, que son de diferentes 
Capítulos y temas. En su momento fueron desglosados, aunque no por nosotros. Básicamente, teníamos 
dudas acerca de la prescripción establecida en el inciso 2”, en cuanto al plazo de dos años. Nosotros 
creemos que el proyecto tiene una forma suficientemente estricta para que funcione, pero a su vez la 
realidad es que en materia de prescripción, en las economías modernas y con los conocimientos y 
comunicaciones que existen ahora, los plazos tienden a acortarse. Los problemas que existían hace 


decenas de años, estaban vinculados fundamentalmente con temas de comunicación y de conocimiento 
de las situaciones que se daban. 


Luego de haber estudiado el tema, en este caso nos parece correcta la prescripción de dos años para la acción 
que en vía ordinaria se puede promover ante la responsabilidad del Síndico e Interventor dos años después de 
cesado de su cargo. Nos parece un plazo razonable, porque se puede contar con la información y la 
evaluación suficiente sobre la necesidad de iniciar una acción cuando se presuma o se intente demostrar que 
ha habido responsabilidad por parte del Síndico, del Interventor o de los Auxiliares en cuanto a un concurso 
determinado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 35. 


(Se vota) 


Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración el artículo 58. 


SEÑOR CÁNEPA.- La duda que se planteó en su momento fue en el 2* inciso que establece: "La 
misma solución se aplicará a las sentencias extranjeras o laudos arbitrales contra el deudor, 
pronunciados en el exterior, una vez que las mismas sean reconocidas en el país, de conformidad con lo 
dispuesto por la ley procesal". El inciso 1” establece: "Las sentencias o laudos firmes, sean estos 
anteriores o posteriores a la declaración del concurso [...]" y continúa: "[...] quedarán firmes y el Juez 
del concurso reconocerá al crédito el tratamiento concursal que corresponda, cualquiera sea la fecha 
de la Resolución". 


Había una duda que recuerdo podíamos haber resuelto en el momento, ya que era mínima en mi opinión no 
voy a traer las versiones taquigráficas acá, en cuanto a que en el primer inciso se habla de laudos arbitrales y 
en el segundo inciso de laudos firmes; se trataba solamente de un aspecto terminológico. Los laudos 
arbitrales son las decisiones que tienen la misma fuerza de una sentencia cuando las partes, en uso de la 
autonomía de la voluntad y de la búsqueda de una mediación, aceptan, por un mecanismo que ya está 
prescrito en nuestra ley, establecer un árbitro o varios árbitros puede haber un tribunal de árbitros y se 
comprometen a aceptar el fallo de ese árbitro o tribunal de árbitros. Lo que dictamina ese árbitro es un laudo, 
no una sentencia porque la sentencia sólo la puede determinar un Juez pero tiene la misma fuerza desde el 
punto de vista de su efectividad legal a partir de que queda firme. 


Me parece que la solución en el segundo inciso está bien planteada porque establece la salvedad de que para 
que tengan validez deben pasar por el procedimiento que determina la ley procesal, fundamentalmente, los 
últimos artículos del Código General del Proceso, que establecen claramente cuál es la validez de las 
sentencias extranjeras en nuestro territorio y cuál es la validez de los laudos arbitrales realizados en el 
extranjero. Me parece que este artículo hay que votarlo tal como está. Hemos consultado sobre algunas dudas 
que existían y hay unanimidad acerca de que está bien redactado. Por lo tanto, solicitamos que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el artículo 58, con la redacción que tiene en el repartido. 


(Se vota) 


Ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Se pasa a considerar el artículo 108, del Capítulo "Clases de Créditos". 


SEÑOR CÁNEPA.- Desglosamos el artículo 108 y luego del artículo 110 al 112, habiendo votado el 
artículo 109; entonces lo que voy a decir corresponde al mismo tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se están considerando los artículos 108, 110, 111 y 112. 


SEÑOR CÁNEPA.- Hay una innovación que establece, fundamentalmente, este proyecto de ley porque 
crea lo que se llama créditos subordinados. Se hace una descripción, se define qué significa créditos 
subordinados y se establece el alcance que se da a cada una de las hipótesis de crédito subordinado. 


En este caso, hay créditos con privilegio especial, créditos con privilegio general, lo que ya existía en nuestro 
ordenamiento jurídico con otro tipo de nomenclatura jurídica, y responde a una armonización con lo que ya 
existe en el derecho civil, no solo en el derecho comercial, y algún tipo de crédito, inclusive al derecho 
laboral por los créditos laborales que también tienen un privilegio especial. 


En el caso de créditos subordinados justamente se trata de prever voy a utilizar una palabra técnicamente 
incorrecta maniobras que se pueden dar en estas circunstancias, con diversificaciones de créditos o 
utilización de alguna de las figuras que aparecen aquí en el artículo 111. En el caso del artículo 112, 
estuvimos viendo si agregar algún caso. Quiero dejar constancia de que teníamos dudas del literal d) del 
punto 1 del artículo 112. Nos parece correcto establecer: "Las personas que hubieran convivido con el deudor 
en los últimos dos años, salvo que sean titulares de créditos de naturaleza salarial". Al respecto, mantuve una 
discusión muy importante, estudié el tema, e inclusive me asistían dudas porque ahora tenemos una ley de 
unión concubinaria que establece cinco años, y este literal d) del punto 1 del artículo 112 refiere a dos años. 
Este más restrictivo porque han existido en la práctica sentencias e intentos de defraudación a la masa de 
acreedores con diversificación o creación de deudas o créditos falsos; entonces, forman de manera 
inflacionaria una masa de deudores inexistente, pero que terminan teniendo voto y peso en la junta de 
acreedores y definiendo algunos acuerdos, no digo leoninos, pero tampoco con las mejores características 
para la masa de acreedores. Por lo tanto, luego de un examen y dudas que tuvimos prima facie, dejando 
constancia de que esto es más restrictivo que lo que hemos votado últimamente, pero acompañando ese tono 
general de la ley, para dar seguridad al funcionamiento de este tema, vamos a acompañar la votación de los 
artículos tal como están porque, como dijimos en su momento, consideramos correcta la definición de la 
existencia del crédito subordinado, ya que ordena las posibilidades del Juez de diferenciar claramente el 
origen de los créditos que después definen las posibilidades de acuerdos, o no, en la junta de acreedores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que plantea el Diputado Cánepa acerca del concubino es pertinente para 
agregarlo. De cualquier manera el literal d) del punto 1 del artículo 112 lo incluye. Como hay un 
estatuto especial aprobado para la condición de concubino me parece que podía ser incluido. Si se 
decidiera no incluirlo, debe constar que abarca a las personas especialmente relacionadas con el 
deudor. 


SEÑOR CÁNEPA.- Es pertinente dejar establecido que, desde nuestra interpretación, la unión 
concubinaria está incluida en el literal d) del punto 1 del artículo 112 y que las concubinas o 
concubinos están alcanzados por esta hipótesis. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el literal c) sí hay que hacer la aclaración, porque dice "Los cónyuges de 
los ascendientes, descendientes y hermanos del deudor". En realidad, debería decir "Los cónyuges y 
concubinos establecidos al amparo de la Ley" -no recuerdo el número- "de los descendientes, 
ascendientes y hermanos del deudor"; de lo contrario, realmente queda fuera una hipótesis muy 
concreta. El literal d) refiere a personas que hubieran convivido con el deudor en los últimos dos años 
y, de algún modo, está comprendiendo cualquier situación porque no se hace ninguna referencia al 
estado civil; es absolutamente cualquier situación que se pueda dar. Sin embargo, en el literal c) me 
parece que corresponde hacer la aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que plantea el Diputado Salsamendi es muy correcto. El literal d) 
considera una situación en la que están incluidos los concubinos, pero va más allá de los concubinos. Es 
buena la señalización respecto del literal c) porque ahí no se refiere al deudor sino a sus ascendientes, 
descendientes y hermanos. 


Si vamos a hacer ese agregado, sugiero que se ponga lo mismo en el literal a), y que el artículo 112 quede 
redactado de la siguiente forma: "1. En el caso de las personas físicas: a) El cónyuge y concubino o quien lo 
hubiera sido dentro de los dos años anteriores a la declaración de concurso". El literal b) queda como está. Y 
el literal c), de acuerdo con lo que propone el Diputado Salsamendi, diría: "Los cónyuges y concubinos de los 
ascendientes, descendientes y hermanos del deudor". 


No creo que haya que hacer referencia a la ley que estableció la unión concubinaria porque todas las leyes 
establecieron algo; el cónyuge también tiene su ley. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Hacía esta referencia porque dentro del régimen jurídico uruguayo pueden 
existir situaciones de concubinatos no regulados al amparo de la ley. De igual modo, me parece buena 
la solución de dejarlo en términos genéricos para abarcar eventualmente cualquiera de las situaciones 
que en este caso se puedan plantear. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se van a votar los artículos 108, 110, 111 y 112, con la redacción leída. 


(Se vota) 
——_Nueve por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión los artículos desglosados del 168 al 191, el 193 y el 194. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Se han repartido previamente las modificaciones que proponemos para el 
artículo 172, "Venta en bloque de la empresa", pero como entendemos que son cambios importantes 
más allá de su extensión proponemos a la Comisión que se proceda a la explicación de las 
modificaciones y que se vote en la próxima sesión. Creemos que ese sería el comportamiento lógico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar los argumentos de la redacción alternativa que se está 
proponiendo para el artículo 172. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En el artículo 172 se habla de la venta en bloque de la empresa, es decir, la 
subasta de la empresa en funcionamiento mediante un proceso licitatorio. Lógicamente, la idea es 
mantener el funcionamiento efectivo de la empresa. 


El literal (A) dice: "En los pliegos de condiciones se establecerán requisitos mínimos para la aceptación de 
los postulantes", este es un requisito preliminar "vinculados a sus antecedentes comerciales, situación 
patrimonial, garantías de mantenimiento de oferta, ausencia de vínculos especiales con el deudor". Aquí 
habíamos puesto "mantenimiento de las fuentes de trabajo", pero no corresponde exactamente a esta frase 
sino que, en realidad, debería decir "antecedentes con relación al cumplimiento de las normativas laborales". 
Esta es una exigencia que se pone para la aceptación de quien eventualmente se postule. No habría cambios 
en la parte final del artículo que establece: "[...] y demás aspectos vinculados a la selección de oferentes 
calificados para la continuidad del giro empresarial". 


En el literal (B) se propone la siguiente modificación: "Podrán formularse ofrecimientos por parte de la 
Cooperativa o Sociedad Comercial de Trabajadores de la empresa subastada que se constituya, la que podrá 
hacer valer en su oferta los créditos laborales a ser renunciados por sus miembros. El magistrado actuante 
podrá considerar, a solicitud de parte, como integrante de la oferta, la circunstancia prevista en el inc. 3* del 
numeral 2 del art. 174". Este inciso señala que "El Juez del concurso podrá disponer que el organismo de 
seguridad social correspondiente vierta la suma de la indemnización por seguro de paro, a los efectos de que 
sea computada como aporte de los trabajadores". Esto significa que la renuncia a los créditos laborales y la 
eventual suma que pudiera corresponder por indemnización por seguro de paro sea considerada parte 
integrante de la oferta por la cual eventualmente postule una cooperativa o una sociedad comercial de 
trabajadores de la empresa subastada que a estos efectos se constituye. El ofrecimiento formulado por esa 
cooperativa o sociedad comercial tendrá preferencia sobre los restantes oferentes, en caso de igualdad de 
condiciones. Este tema ha sido bastante debatido. 


Obviamente, existían varias posibilidades, una de ellas era establecer que el ofrecimiento formulado por esta 
cooperativa o sociedad comercial tuviera preferencia en todos los casos, en la medida en que cumpliera con 
todos los requisitos. Sin embargo, se optó por establecer la preferencia en el caso de igualdad con otros 
oferentes, es decir, cuando la oferta se asimile a otras. 


El resto del artículo quedaría exactamente en los mismos términos. 


Queda claro que se pretende, a partir de los créditos laborales y eventuales derechos ante los organismos de 
seguridad social, que los trabajadores puedan participar en la subasta a los efectos de continuar con el 
funcionamiento de la empresa en la cual estaban trabajando. Es sabido en estos días se vieron casos públicos 
y notorios -que estas situaciones se dan comúnmente y que la legislación uruguaya no tenía una solución 
adecuada. 


Por tanto, entendemos que se viene a dar solución a problemas relacionados con situaciones muy concretas y 
que hacen a la vida de las empresas y de las personas que allí trabajan. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El literal (A) del repartido habla del mantenimiento de las fuentes de trabajo. 
Me gustaría saber cuál es la redacción sustitutiva. 


SEÑOR SALSAMENDI.- En realidad, hay un error porque lo que establece el literal (A) son los 
requisitos mínimos para la aceptación de los postulantes, pero no necesariamente los aspectos que se 
toman en cuenta a los efectos de la subasta. El requisito que se establece está mal planteado y hay que 
hacer una modificación es el relativo a los antecedentes de los postulantes con relación al cumplimiento 
de la normativa en materia laboral. Es decir, cuáles son los antecedentes de quien se presente en cuanto 
a su actitud hacia la normativa en materia laboral y eventualmente podría agregarse en materia de 
seguridad social. Esa es la propuesta que está planteada. La lógica es que se analicen los antecedentes 
comerciales del postulante o de los postulantes, la situación patrimonial, las garantías de 
mantenimiento de oferta, la ausencia de vínculos especiales con el deudor y decía "[...] y demás 
aspectos vinculados a la selección de oferentes". Ahora se agregaría este elemento como un requisito 
previo a los efectos de la aceptación de los postulantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pedí la aclaración porque una cosa es establecer como requisito el 
cumplimiento de la normativa laboral y, otra, establecer normas que digan '"mantenimiento de fuentes 
de trabajo" o algo parecido. Lo digo porque puede pasar que un interesado, en su gestión pasada, no se 
haya caracterizado por mantener fuentes de trabajo, pero quizás esa haya sido precisamente la razón 
por la cual su gestión ha sido exitosa. A veces se dan situaciones en las cuales recortar la fuente laboral 
de algunos genera la continuidad de los otros; estas son situaciones que no se pueden evaluar de 
manera genérica. 


Entonces, está bien la adecuación, y así como se establece antecedentes comerciales, también establecer 
antecedentes de tipo laboral, más allá de la situación de fondo, de si esto se comparte o no. 


La mecánica propuesta por el señor Diputado Salsamendi fue que él expondría los fundamentos de la 
redacción sustitutiva, la que podría ser discutida en el día de hoy o ser considerada en la próxima sesión de la 
Comisión. 


SEÑOR MUTIO.- No quiero pecar de atrevido porque mi suplencia es por poco tiempo, pero alguna 
experiencia en materia de empresas con problemas tengo. 


Si bien la norma concursal es una reglamentación muy estricta, veo que en el artículo 172 se conculca, con 
un régimen sumamente estricto, la libertad de solucionar un problema, porque en definitiva la liquidación o la 
venta en bloque de la empresa va a solucionar varios problemas: los del deudor, que seguramente y en el 
mayor de los casos no es un delincuente sino que le ha ido mal, y los de los acreedores que están sufriendo 
una situación que nunca quisieron ni buscaron. A mí me da la impresión que todo este sistema licitatorio, con 
pliegos, con una serie de regulaciones estrictas, con períodos para formular las ofertas, con porcentajes, para 
mí gusto conculca la libertad de generar un negocio con mayor velocidad. No olvidemos que la sede judicial 
siempre estará velando por la rectitud del procedimiento. Para mí lo único que va a lograr este artículo es 
entorpecer cualquier tipo de solución para acreedores, deudores y, fundamentalmente, para empleados de la 
empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo hacer un comentario sobre lo que acaba de expresar el señor Diputado 
Mutio. Acá estamos en el capítulo relativo a la liquidación. Lo que se está tratando de establecer -y así 
vino el proyecto original que, básicamente, proviene de un ámbito académico- es un mecanismo más 
eficaz, que sustituya la liquidación, para que los acreedores de la sociedad puedan cobrar lo máximo 


posible. En definitiva, si bien esto figura en el capítulo relativo a la liquidación, lo que se dice es 
"bueno, la empresa vale más vendida en bloque y funcionando y esto es mejor que liquidar los activos 
a efectos de que estos contribuyan al pago de la masa acreedora en sus distintas categorías". Entonces, 
está estableciendo un mecanismo que permitiría, a la vez de satisfacer a los acreedores, dar 
continuidad a la empresa. Es un rescate de la empresa por el mecanismo de la venta en bloque. Distinto 
es el mecanismo que se establece. Bien decía el señor Diputado Mutio que quizás sea un mecanismo 
muy complejo, muy restrictivo y que genere algunos problemas. Inclusive, las modificaciones que 
planteaba y fundamentaba el señor Diputado Salsamendi van a dar lugar a discusión en cuanto a su 
contenido porque la buena intención en el planteo de algunas cosas puede generar algunos otros 
problemas en el proceso concursal. De todas maneras, eso será parte de la discusión del artículo una 
vez que todos estemos en condiciones de asesorarnos y de analizarlo con profundidad. 


SEÑOR MUTIO.- Expresé que no quería ser atrevido porque no participé en la discusión desde el 
principio. Lo que digo es que, inclusive con el agregado que plantea la bancada oficialista, el abogado 
asesor del posible comprador de esta empresa en bloque sin duda que para lograr un buen rescate me 
parece mucho más eficiente que la venta sea en bloque va a salir corriendo cuando vea el sustituto y va 
a recomendar al comprador que no se meta en un lío. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, este artículo 172 quedaría desglosado. 


SEÑOR LACALLE POU.- El sustitutivo que presenta el Frente Amplio establece en negrita: "El 
ofrecimiento formulado por esta Cooperativa o Sociedad Comercial tendrá preferencia por sobre los 
restantes oferentes en caso de igualdad de condiciones propuestas”. Yo entiendo que muchas veces las 
cooperativas se forman con ex funcionarios porque conocen la mecánica, conocen el rubro y es parte 
del mantenimiento de las fuentes de trabajo. Y estoy de acuerdo con que puedan estar en igualdad de 
condiciones y que no se les pongan dificultades, como ha pasado en más de una oportunidad. Lo que no 
llego a entender es por qué generar una preferencia, por lo que me gustaría que se abunde en este 
sentido. 


SEÑOR SALSAMENDL.- Está claro. 


Es correcto el señalamiento en cuanto a que este es un tema discutible. Implica una opción desde el punto de 
vista político. Podría haberse tomado otra opción. Obviamente que pudo haberse planteado que pudieran 
presentarse y competir, sin haber establecido ningún tipo de preferencias. Entendimos del caso establecer una 
preferencia en función de que la venta en bloque de la empresa no está basada solo en la idea de que pueda 
satisfacerse de mejor forma a los acreedores, sino que el proyecto apunta, esencialmente, al mantenimiento 
de las unidades productivas en el marco del mercado. Esa es su finalidad primera y esencial. Si no pudiera 
cumplirse con este objetivo, hay otras opciones. En el marco de esas opciones pensamos en la presentación 
de cooperativas o sociedades comerciales de cualquier tipo obviamente, dentro de las admitidas en el derecho 
nacional; hay otros artículos que hablan respecto a cómo se constituyen, cuál es la mayoría necesaria, etcétera 
constituidas en su mayoría por trabajadores. Eso apunta a concretar de mejor modo otro de los objetivos, que 
es el mantenimiento de la fuente de trabajo que eventualmente la empresa tuviera, además de lo que señalaba 
el señor Diputado Lacalle Pou, esto es, el conocimiento de la propia producción que la empresa venía 
desarrollando. 


Reitero que se podrían haber adoptado otras soluciones. Esta solución fue adoptada en función de un criterio 
político determinado, que fue el que se asumió. Desde el punto de vista técnico, es factible adoptar otras 
soluciones en ese marco, inclusive en la línea que planteaba el señor Diputado Lacalle Pou al principio de su 
formulación. 


SEÑOR LACALLE POU.- Sin perjuicio de compartir el razonamiento que hacía el señor Diputado 
Mutio sobre el mecanismo de la licitación y partiendo de la base de que la mayoría tiene los votos para 
este articulado, inclusive para la reforma, también me gustaría preguntar acerca de otra frase que está 
subrayada o en negrita como se dice normalmente que dice: "el mantenimiento de la fuente de 
trabajo". Quiero saber... 


SEÑOR SALSAMENDI.- Eso se modificó. 


SEÑOR LACALLE POU.- Entonces, dejo de lado esta pregunta. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración los artículos 168 al 191. Se propone votarlos en bloque, con 
el desglose del artículo 172 para continuar su discusión en la próxima sesión. 


(Se vota) 
———Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En consideración los artículos 193 y 194. 


SEÑOR CÁNEPA.- Habíamos solicitado el desglose de estos dos artículos, pero vamos a votarlos por 
los mismos argumentos que expusimos cuando aprobamos algunos artículos al comienzo de la sesión, 
es decir, para mantener la armonía de todo el proyecto y del nuevo régimen concursal. 


Al principio teníamos dudas respecto al alcance del artículo 193, relativo a presunciones absolutas de 
culpabilidad; pero está referido exclusivamente a la calificación del concurso como culpable o fortuito; esto 
no tiene alcance penal. Queremos dejar constancia de que estamos haciendo un esfuerzo enorme, en aras del 
Gobierno, al votar presunciones absolutas que, aunque no nos agradan, entendemos que son pertinentes a los 
efectos de la materia comercial para poder establecer certezas y previsibilidad en la aplicación de algunas de 
las normas en la calificación del concurso. Vamos a votar la redacción del artículo 193 tal como está. 
Reconocemos que nos habíamos equivocado, que estábamos confundidos en cuanto a estas presunciones, 
cuando solo están referidas a la calificación del concurso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se van a votar los artículos 193 y 194. 


(Se vota) 
———Nueve por la afirmativa. AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En la próxima sesión seguiremos con la discusión de este proyecto. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Hace ya más de un mes planteé en esta Comisión la invitación al 
Directorio del INAU, a los efectos de controlar, como habíamos quedado el año pasado, la concreción 
de algo a lo que se había comprometido esta institución, es decir, a atender a aquellos niños en 
situación de calle, luego del dictamen de una sentencia judicial. 


La Comisión entonces todavía no había elegido a sus autoridades, pero creo que habíamos quedado en que se 
iba a proceder a formalizar dicha invitación. Por lo tanto, tratándose de un compromiso que habíamos 
asumido el año pasado cuando compareció el INAU y de controlar una cuestión muy importante, como lo es 
la niñez abandonada en la calle y el cumplimiento de una sentencia judicial, reiteramos la invitación. 


Creo que esto había sido aprobado. El señor Diputado Salsamendi me acota que no fue aprobada la 
invitación. Entonces, la planteamos nuevamente, porque la solicitud de postergación a los efectos de ver si la 
bancada del Frente Amplio procedía a su aprobación o no ya hace mucho que se formuló. 


Mocionamos otra vez para convocar al Directorio del INAU. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Desde el punto de vista estrictamente judicial y hasta donde pudimos 
averiguar reconozco que no tengo la certeza absoluta de que la información sea la correcta a la fecha 
hubo una solicitud de aplicación de astreintes en términos de conminación al cumplimiento de la 
sentencia por parte del representante del Ministerio Público. En función de esto, hubo alguna otra 
presentación cuyo contenido desconozco y está pendiente una resolución del Juzgado de Familia que 
entiende en el caso. No recuerdo la sede de familia que trató el recurso de amparo originalmente 
presentado a partir de la inquietud del representante del Ministerio Público, señor Fiscal Viana. 


Estamos intentando averiguar si ya existe esta resolución judicial o si está pendiente aún; si así fuera, 
obviamente en función de los plazos que tienen este tipo de recursos, debería estar por resolverse 
rápidamente. 


Sinceramente, entendíamos que en primer lugar sobre el caso debía expedirse la Justicia, cualquiera fuera la 
resolución que se tomara porque es la que analiza el grado de cumplimiento de su propia resolución. 


Atendiendo y respetando como siempre el planteo del señor Diputado Borsari Brenna, nos parecía que en 
este caso lo mejor era intentar analizar el caso con todos los elementos, incluyendo una resolución judicial, 
sin previo debate parlamentario. Aclaro que con esto no estoy adjudicando intenciones; simplemente se trata 
de un análisis de la situación. 


En función del nuevo planteo formalmente realizado y de la integración efectiva de la Comisión, lo único que 
podemos responder es que volveríamos a analizar el caso teniendo en cuenta los elementos de los avances 
que a nivel judicial eventualmente se hayan planteado. Entendemos la posición del señor Diputado Borsari 
Brenna y, además, el mensaje concreto que trasmitió; pero esto es lo que formalmente al día de hoy podemos 
responder. 


SEÑOR BORSARI BRENNA.- Creo que la vía judicial es una y es válida; lo hemos dicho aquí cuando 
hemos conformado comisiones investigadoras. Porque si se tratara de atender la vía judicial, 
tendríamos que cancelar casi todas las comisiones investigadoras, en las cuales varios de los aquí 
presentes estamos actuando. 


Digo que hay un nivel de decisión que, como bien dice el señor Diputado Salsamendi, se está desarrollando 
con sus idas y venidas a nivel judicial, y está muy bien; es un Poder independiente. Pero hay otro que es el 
contralor de resoluciones, con el que estuvo de acuerdo el INAU cuando vino a esta Comisión. Ambos nos 
comprometimos a controlar en noventa días que ya pasaron hace mucho las actuaciones de dicho organismo, 
en un tema reitero tan sensible e importante para todos nosotros, como es el relativo a la minoridad. 


Entonces, una cosa es lo judicial y otra el nivel parlamentario No voy a forzar hoy una votación, pero sí digo 
que la semana que viene quiero tener una contestación. Para nosotros -y sé que para el Gobierno también- 
este es un tema que no nos es ajeno, y no voy a adjudicar insensibilidad a nadie. Sé que todos queremos sacar 
a los niños de la calle; ese es el objetivo. Vamos a ayudar a hacerlo. 


Solicito que se incorpore en el primer lugar del orden del día de la próxima sesión la convocatoria al INAU. 
Que se vote. Naturalmente, nosotros tomaremos las acciones políticas correspondientes. 


SEÑOR ORTUÑO.- Nosotros coincidimos con el señor Diputado Borsari Brenna en cuanto a posponer 
este tema para la próxima sesión, con el compromiso de resolver políticamente el punto en esa 
oportunidad ya que hoy no estamos en condiciones de hacerlo. Por lo tanto, propongo posponer la 
consideración del tema para el próximo miércoles. 


SEÑOR LACALLE POU.- Hace unos días, en el diario "El Observador" leí una noticia que relataba la 
historia de un proyecto votado en el Senado por parte de la mayoría o de la unanimidad de los 
presentes, relativo a la tentativa en determinadas infracciones a la ley por parte de menores. Esa 
noticia, que era muy curiosa, decía, entre otras cosas, que Senadores oficialistas no recordaban haber 
votado un proyecto de ley en ese sentido. Se citaba al señor Diputado Salsamendi haciendo referencia a 
que en su momento, el Subsecretario Faroppa habría redactado un anteproyecto de ley relativo a la 
tentativa en determinadas infracciones a la ley por parte de menores. 


Esa nota resultó muy interesante, porque hace mucho tiempo que el Partido Nacional aquí en Comisión -a 
través de los señores Diputados Casaretto y Rodríguez Servetto- presentó un proyecto de ley relativo a penar 
la tentativa en determinadas infracciones a la ley. A raíz de ese artículo -esto es meramente informativo; 
supongamos que tampoco sea del todo cierto, pero sabemos que el Senado votó ese proyecto de ley que está 
en esta Comisión-, queremos preguntar al oficialismo qué grado de urgencia tiene con respecto al tratamiento 
del proyecto, a los efectos de avanzar en ese sentido e incorporarlo o no al orden del día. 


SEÑOR SALSAMENDI.- No tengo la menor idea de ese artículo; lo desconozco. La realidad es que el 
Senado aprobó un proyecto determinado que está a nuestra consideración, que no introduce ninguna 
modificación en los términos que plantea el artículo 69. Asimismo, el numeral 10 del artículo 72 puede 
referir a la tentativa. Es obvio que los Senadores no recuerden haber votado algo del Frente, porque 
nunca lo hicieron. En este caso, coincide el eventual olvido con la realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que se está planteando es un tema del orden del día. 


SEÑOR ORTUÑO.- El planteamiento del señor Diputado Lacalle Pou es de orden y tiene relación con 
el manejo del tratamiento de los asuntos de la Comisión. Debemos recordar que en las últimas sesiones 
del año pasado ese tema que el señor Diputado plantea estaba en el orden del día, en un lugar 
privilegiado. 


Esta bancada sigue manteniendo la voluntad de avanzar en esos temas que han sido reseñados. Luego de 
estas cuestiones relativas a la declaración judicial del concurso, pasaremos a analizar -como habíamos 


acordado el año pasado- los proyectos de ley de modificación al Código de la Niñez y la Adolescencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


